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MATERIA Constitucional - Acción Extraordinaria de Protección - Hábeas Corpus 

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA   

Si 

DATOS DEL DEFENSOR/A PUBLICO El abogado Wilson Manuel Ruiz Quevedo, nació en el cantón Pasaje, provincia de 
El Oro. Ingresó a la Defensoría Pública en el año 2015, se desplazó a vivir hasta la 
provincia de Sucumbíos en la cual se encuentra hasta la actualidad. Ha laborado 
como defensor  público en las áreas: social, laboral, penal y violencia intrafamiliar.  

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho y principio de no devolución, derecho al refugio, derecho a la tutela 
judicial efectiva, derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser escuchados en 
procesos que les afectan. 

BREVE RELACION DE LOS HECHOS El 25 de junio de 2021, el defensor público de Sucumbíos Wilson Manuel Ruiz 
Quevedo, en representación de JASR, adolescente no acompañado y solicitante 
de refugio, presentó una acción de hábeas corpus en contra del juez de la Unidad 
Judicial de la Familia, Niñez y Adolescencia de Lago Agrio. En la acción de hábeas 
corpus, el accionante indicó que el juez accionado vulneró el principio de no 
devolución, al haber dispuesto en la providencia de 24 de junio de 2021 la 
repatriación urgente de JASR mediante vuelo programado para el 30 de junio de 
2021 hacia Venezuela. Al momento en el que se ordenó la repatriación, JASR tenía 
16 años, era solicitante de refugio, y según lo alegado por el accionante, tenía 
trastorno psicótico agudo, por lo cual, estuvo internado en un hospital en Lago 
Agrio.  
 
En auto de 25 de junio de 2021, los jueces de la Sala Multicompetente de la Corte 
Provincial de Justicia de Sucumbíos ordenaron que el accionante complete y 
aclare su demanda, de conformidad con el artículo 10 numeral 6 de la LOGJCC. 
 
Mediante auto de 28 de junio de 2021, los jueces de la Sala Multicompetente de 
la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos se declararon incompetentes y 
dispusieron que la acción sea remitida a una judicatura de primera instancia. En 
ese mismo día, el caso fue sorteado al Tribunal de Garantías Penales de 
Sucumbíos. 
 
En sentencia de 30 de junio de 2021, el Tribunal “inadmitió” la acción de hábeas 
corpus por considerar que no se había demostrado que el retorno del adolescente 
a Venezuela ponga en riesgo su vida o libertad por causas de raza, religión, 
nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social, o de sus opiniones 
públicas. El Tribunal consideró que el adolescente debía ser repatriado para 
reubicarlo en su entorno familiar, donde su madre lo esperaba. Inconforme con 
dicha decisión, la defensa en representación de JASR, interpuso recurso de 
apelación.  
 
Mediante sentencia de 13 de julio de 2021, los jueces de la Sala Multicompetente 
de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos rechazaron el recurso de apelación 
por considerar que no existía riesgo a la vida, libertad, integridad y seguridad del 
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adolescente al retornar a Venezuela, y que no habrían concurrido los elementos 
de procedencia del hábeas corpus. 
 
El 10 de agosto de 2021, la defensa presentó una acción extraordinaria de 
protección en contra de la sentencia dictada el 13 de julio de 2021. 
 
En auto de 19 de noviembre de 2021 el Tribunal de la Sala de Admisión de la Corte 
Constitucional admitió a trámite la acción 2496-21-EP. 
 
El 10 de febrero de 2023, el Dr. Ángel Benigno Torres Machuca, Defensor Público, 
presentó un escrito en calidad de amicus curiae. 
 
El 14 de febrero de 2023 se desarrolló la audiencia pública. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO Art. 41, 45, 75,  89   de la Constitución de la República del Ecuador. 

Art. 2, 98, 99, 100, 101, 102 de la Ley Orgánica de Movilidad Humana. 

Art. 7, 16, 43.5, 44.2 Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional. 

CONTEXTO SOCIAL / ECONÓMICO 
DEL CASO 

Derecho de los grupos de atención prioritaria, interés superior del menor, 
múltiple vulnerabilidad (menor no acompañado, en movilidad humana, con 
necesidad de protección internacional, con problemas de salud mental, 
indefensión) 

INSTANCIA PROCESAL EN LA QUE 
SE EMITE LA SENTENCIA  

Corte Constitucional. 

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

o Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
o Convención de Ginebra de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados. 
o Declaración de Cartagena de Indias de 1984. 
o Corte IDH, Opinión Consultiva OC-21/14, 19 de agosto del 2014  
o Corte IDH Caso Familia Pacheco Tineo Vs. Bolivia. 
o Convención sobre los Derechos del Niño.  
o Corte IDH, Caso Ximenes Lopes vs. Brasil, sentencia de 4 de julio de 2006, párr. 

130.   
o Corte IDH, Caso Guachalá Chimbo y Otros vs. Ecuador, sentencia de 26 de 

marzo de 2021, párr. 134.   

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN  

¿Los jueces de apelación vulneraron el derecho al refugio y el principio y derecho 
de no devolución porque, a pesar de que existía una solicitud de refugio pendiente 
de resolución, establecieron que la vida o integridad JASR no se encontraban en 
riesgo, atribuyéndose una competencia del MREMH?  
 
52. El derecho al asilo no asegura el reconocimiento del estatuto de refugiado a 
la persona que lo solicita, pero sí garantiza que dicha solicitud sea “tramitada bajo 
un procedimiento individualizado con observancia de las garantías del debido 
proceso y bajo estándares constitucionales e internacionales”.  
 
53. Por otro lado, el principio y derecho de no devolución o non refoulement, se 
encuentra reconocido en el artículo 41 de la Constitución y en el artículo 22 
numeral 8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en los 
siguientes términos: “[e]n ningún caso el extranjero puede ser expulsado o 
devuelto a otro país, sea o no de origen, donde su derecho a la vida o a la libertad 



 

 

personal está en riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, religión, 
condición social o de sus opiniones políticas”.  
 
55. Este Organismo ha considerado al principio y derecho de no devolución como 
la piedra angular del derecho al asilo y del derecho internacional de las personas 
refugiadas, y lo ha reconocido como “norma ius cogens”.  
 
56. Dado el carácter declarativo de la determinación de la condición de refugiado, 
la protección brindada por el principio y derecho de no devolución aplica a las 
personas solicitantes de refugio. Cuando existan indicios de que una persona es 
solicitante de refugio, se activa la protección garantizada por dicho principio y 
derecho. Incluso cuando exista duda respecto a la condición de solicitante de 
refugio, con base en el principio indubio pro homine, las autoridades judiciales 
deben aplicar la interpretación más favorable para la vigencia de derechos, esto 
es, presumir que se trata de una persona solicitante de refugio.  
 
57. Además, corresponde resaltar que los solicitantes de asilo, al ser personas en 
situación de movilidad humana, son sujetos de atención prioritaria. Por lo que, en 
cualquier proceso que decida sobre su condición migratoria, en particular sobre 
la necesidad de protección internacional, y que incluso posteriormente pueda 
desembocar en la expulsión, devolución, deportación o rechazo en frontera de 
personas, el Estado no puede dictar actos sin respetar determinadas garantías 
mínimas contenidas en la Constitución y demás normas sobre la materia que 
conforman el bloque de constitucionalidad. 
 
58. Este Organismo ha enfatizado, como parte de las garantías mínimas que deben 
ser observadas para garantizar los derechos de las personas solicitantes de asilo, 
entre las que se encuentran que la solicitud de refugio “debe examinarse con 
objetividad, en el marco de un procedimiento establecido para el efecto, por una 
autoridad competente claramente identificada, lo cual requiere la realización de 
una entrevista personal”.  
 
59. Adicional a ello, la Corte IDH ha considerado que “la flagrante violación de las 
garantías mínimas de debido proceso puede acarrear la violación del principio de 
no devolución”. 
 
60. Por lo que, a criterio de esta Corte, para la determinación de la condición de 
refugiado, se requieren procedimientos previsibles que aseguren a la persona 
solicitante de refugio, entre otros derechos, el de que su solicitud de refugio sea 
resuelta por una autoridad competente, y de que su opinión sea escuchada en la 
determinación de la condición de refugiado. La violación de las garantías mínimas 
del debido proceso en la determinación de la condición de refugiado puede 
acarrear la violación del principio y derecho de no devolución. Lo anterior 
adquiere mayor relevancia cuando se trata de niñas, niños y adolescentes no 
acompañados, más aún cuando existe el riesgo de ser repatriados.  
 
62. Para tal efecto, el MREMH debe convocar a las y los solicitantes de refugio a 
una entrevista para resolver su solicitud. El objetivo de la entrevista es darles a las 
personas en necesidad de protección internacional la debida oportunidad “de 
exponer las razones que las asistan en contra de la devolución, y realizar una 
evaluación previa o preliminar a efectos de determinar si existe o no ese riesgo y, 
de constatarse, no debería ser devuelto a su país de origen o donde exista el 



 

 

riesgo”. La realización de la entrevista para determinar la condición de refugiado 
de una niña, niño o adolescente adquiere particular relevancia pues el poder 
escucharlas y escucharlos permite evaluar diferentes factores que pueden hacer 
que ellas y ellos se encuentren en una situación concreta de vulnerabilidad, e 
identificar necesidades especiales de protección.  
 
66. De la decisión judicial impugnada se desprende que la judicatura accionada se 
limitó a señalar que: (i) el principio de no devolución no tenía “sustento fáctico”, 
(ii) el retorno al seno familiar de JASR era adecuado para el ejercicio de sus 
derechos y para el restablecimiento de su estado de salud, (iii) el menor de edad 
no corría peligro al regresar con su familia, y (iv) no tenía el convencimiento de 
que JASR se encontraba en riesgo al regresar a su país de origen ni de que su vida, 
libertad o seguridad se encontraban en riesgo.  
 
67. Del expediente de primera instancia de la acción de hábeas corpus, se observa 
que JASR era solicitante de refugio y conforme lo alegado por el MREMH en la 
audiencia de apelación del hábeas corpus, su solicitud de refugio se encontraba 
pendiente de resolución cuando fue devuelto a su país de origen. El documento 
que demostraba que JASR había presentado una solicitud de refugio era suficiente 
para que los jueces accionados lo consideren como tal.  
 
69. En el presente caso, los jueces accionados determinaron que JASR no corría 
peligro al regresar con su familia en su país de origen, Venezuela, e indicaron no 
tener el convencimiento de que su vida, libertad o seguridad se encontraban en 
riesgo en dicho país. Por lo que, no solo que los jueces accionados inobservaron 
la garantía mínima relativa a que la solicitud de refugio de JASR sea revisada en un 
procedimiento establecido por la autoridad competente en materia de movilidad 
humana, sino que además se atribuyeron una competencia que no les 
correspondía al haber establecido no tener el convencimiento de que la vida, 
libertad o seguridad de JASR se encontraban en riesgo, e incluso que JASR “no 
corre peligro alguno” al regresar con su familia. No era competencia de los jueces 
accionados cuestionar la veracidad de los hechos alegados por JASR para solicitar 
refugio ni hacer consideraciones respecto al riesgo a la vida, integridad y 
seguridad de JASR, pues simplemente no podían permitir su devolución, por ser 
solicitante de refugio. 
 
70. El juez Wilmer Suárez Jácome indicó en la audiencia desarrollada ante esta 
Corte que la consideración relativa a que no encontraron algún indicio de que la 
vida de JASR se encontraba en riesgo, se basó en las intervenciones de las 
organizaciones que habían tenido contacto con JASR. Al respecto, si bien esta 
Corte reconoce la competencia de los jueces de decidir con base en la sana crítica, 
la condición de solicitante de refugio de JASR imponía a las autoridades estatales 
–incluidos las y los administradores de justicia– la obligación de no permitir la 
devolución de JASR a Venezuela, país en el que su vida, libertad e integridad se 
podían encontrar en riesgo de violación, hasta que su solicitud de refugio haya 
sido evaluada por el MREMH.  
 
71. Inclusive los jueces accionados consideraron erróneo que el accionante 
“desplace” al MREMH la responsabilidad de demostrar que la vida, libertad, 
integridad y seguridad de JASR se encontraban en riesgo o que exista una 
persecución en su contra. Según los jueces de apelación, estos hechos debían ser 



 

 

acreditados, no asumidos y mucho menos “desplazar su demostración a una 
entidad pública como acontece en el presente caso”.  
 
72. Al respecto, esta Corte no puede dejar de observar que, en efecto, el MREMH 
debía determinar, a través de una entrevista, la necesidad de protección 
internacional de JASR, para evaluar si tenía un fundado temor de persecución o si 
su vida, seguridad o libertad se encontraban amenazadas por la violencia 
generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de 
derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el 
orden público en su país de origen. Sin embargo, toda vez que el MREMH no había 
resuelto la solicitud de refugio de JASR, las autoridades judiciales se encontraban 
compelidas a respetar las garantías provistas por el principio y derecho de no 
devolución, y no permitir la devolución de JASR mientras se encontraba pendiente 
de resolución su solicitud de refugio.  
 
73. Además, la realización de la entrevista por parte del MREMH adquiría 
particular relevancia, pues le hubiese permitido a dicho Ministerio identificar las 
necesidades especiales de protección que requería JASR.  
 
74. Conforme el análisis precedente, se observa que a través de su decisión los 
jueces accionados impidieron que la solicitud de refugio de JASR sea revisada por 
el MREMH a través del procedimiento previsto para tal efecto, pues JASR fue 
repatriado a su país de origen antes de que el MREMH haya realizado la entrevista 
para evaluar la solicitud de refugio y determinar su necesidad de protección 
internacional en función del riesgo que su vida, libertad o seguridad corrían en su 
país de origen. Además, los jueces provinciales se atribuyeron una competencia 
que no les correspondía, al haber establecido no tener el convencimiento de que 
la vida, libertad o seguridad de JASR se hayan encontrado en riesgo y haber 
determinado que JASR “no corre peligro alguno” al regresar. Esta actuación violó 
las garantías mínimas del debido proceso en la determinación de la condición de 
refugiado, lo que acarreó la violación del principio y derecho de no devolución. 
 
75. En virtud de lo anterior, cuando, como en el presente caso, los jueces conocen 
un hábeas corpus presentado por una persona solicitante de refugio o refugiada, 
no les corresponde realizar consideraciones respecto a si dicha persona tiene o 
no motivos fundados de persecución o si su vida, seguridad o libertad se 
encuentran en riesgo en caso de devolución a su país de origen. Lo que les 
corresponde es aplicar la protección internacional contra la devolución, así como 
también observar los estándares sobre asilo, refugio o movilidad humana.  
 
76. Por el contrario, cuando una persona en necesidad de protección 
internacional, que no tenga la calidad de solicitante de refugio, presente una 
acción de hábeas corpus, las autoridades judiciales sí pueden realizar 
consideraciones en cuanto al riesgo que implicaría devolver a dicha persona. En 
cuyo caso corresponde a las juezas y jueces constitucionales evaluar que existan 
motivos razonables para considerar que si una persona es devuelta se pondría en 
riesgo su vida, integridad y libertad; y de ser así, aceptar el hábeas corpus, 
disponer que se suspenda cualquier medida o procedimiento de devolución o 
expulsión, y conforme el artículo 100 de la LOMH, referir el caso a la autoridad de 
movilidad humana. 
 



 

 

77. Sobre la base de las consideraciones expuestas, toda vez que en el presente 
caso JASR era solicitante de refugio, los jueces accionados se atribuyeron una 
competencia que no les competía al realizar consideraciones respecto a si su vida, 
seguridad o libertad se encontraban en riesgo, la Corte Constitucional concluye 
que los jueces accionados vulneraron el derecho al refugio y el principio y derecho 
de no devolución porque a pesar de que existía una solicitud de refugio pendiente 
de resolución, establecieron que la vida o integridad JASR no se encontraban en 
riesgo, atribuyéndose una competencia del MREMH.  
 
¿La sentencia impugnada vulneró el derecho a la tutela judicial efectiva, por haber 
sido emitida, presuntamente, fuera de un plazo razonable por parte de los jueces 
provinciales? 
 
79. La jurisprudencia de la Corte ha determinado que la tutela judicial efectiva 
tiene tres componentes, “que podrían concretarse en tres derechos: i) el derecho 
al acceso a la administración de justicia; ii) el derecho a un debido proceso judicial; 
y iii) el derecho a la ejecutoriedad de la decisión 
 
80. En particular, respecto al elemento relativo al derecho a un debido proceso, 
la Corte ha señalado que, en la sustanciación del proceso, los operadores de 
justicia deben actuar con sujeción al principio de la debida diligencia. Esto 
comprende, entre varios otros elementos, que las autoridades jurisdiccionales 
den trámite a la causa en un tiempo razonable y en apego a la normativa 
pertinente. 
 
82. Para verificar si existió una vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva 
en el segundo de sus componentes, corresponde determinar si los jueces 
accionados tramitaron la apelación en un plazo razonable. Para dicho efecto, 
corresponde resaltar que la Constitución establece que las autoridades judiciales 
que conozcan el hábeas corpus deben realizar la audiencia dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a la presentación a la demanda, y notificar la 
sentencia en las veinticuatro horas siguientes. A partir de ello, esta Corte ha 
concluido que “el derecho al plazo razonable en la garantía del hábeas corpus se 
garantiza en la medida en que se respeten los plazos establecidos en la 
Constitución y en la ley”. 
 
83. En razón de la gravedad que comportan las vulneraciones que pueden ser 
tuteladas por el hábeas corpus, su tramitación debe ser “rápida a fin de disponer 
las medidas que permitan la protección de los derechos”, en respeto a los 
principios de inmediatez y eficacia.  
 
84. Cuando se presenta una acción de hábeas corpus con base en el numeral 5 del 
artículo 43 de la LOGJCC, “el fin de esta garantía jurisdiccional es evitar que una 
persona sea expulsada o devuelta al lugar donde teme persecución o donde 
peligre su vida, su libertad, su integridad y su seguridad”. Por lo que, frente a este 
tipo de hábeas corpus corresponde a las juezas y jueces constitucionales evaluar 
que existan motivos razonables para considerar que si una persona es devuelta se 
pondría en riesgo su vida, integridad y libertad; y de ser así, aceptar el hábeas 
corpus, disponer que se suspenda cualquier medida o procedimiento de 
devolución o expulsión. 
 



 

 

85. En razón de ello, el hábeas corpus es una garantía eficaz cuando el principio y 
derecho de no devolución, pueda verse afectado por una orden de repatriación. 
Toda vez que el hábeas corpus atiende situaciones apremiantes y urgentes como 
frenar una repatriación que puede vulnerar el principio y derecho de no 
devolución, debe ser resuelto de manera inmediata.  
 
92. Conforme se desprende de la actuación judicial antes referida, esta Corte 
verifica que los jueces accionados, esto es, aquellos que dictaron la sentencia 
impugnada, convocaron a audiencia de apelación tan solo cuatro horas después 
de haber recibido el expediente; sin embargo, la audiencia se produjo fuera de las 
veinticuatro horas previstas en la Constitución. De este modo, se constata que los 
jueces accionados no actuaron con la diligencia que se requiere para la 
sustanciación de una acción de hábeas corpus pues omitieron el deber de resolver 
la causa dentro del plazo previsto en la CRE para su sustanciación; lo cual vulnera 
el derecho a la tutela judicial efectiva, en el componente de plazo razonable.  
 
 ¿Los jueces provinciales vulneraron el derecho de JASR a que su opinión como 
adolescente sea escuchada dentro del proceso de hábeas corpus? 
 
94. Las opiniones de las niñas, niños y adolescentes, respecto procesos que les 
afectan, deben ser tomadas en consideración por parte de los administradores de 
justicia en función de su madurez y desarrollo evolutivo, en la medida que el 
desarrollo cognitivo de un niño de 3 años es distinto al de un adolescente de 16 
años; en consecuencia, su capacidad de elección también será diferente. Por 
consiguiente, debió matizarse razonablemente el alcance de la capacidad de 
participación de cada niño en los procedimientos donde se discuta acerca de sus 
derechos. 
 
100. Además, el no haber hecho el esfuerzo de escuchar a JASR, incumple además 
la obligación de los jueces de asegurar la comparecencia de la persona respecto 
de la que se presenta el hábeas corpus, contenida en el artículo 44 numeral 2 de 
la LOGJCC, pues su presencia es parte esencial de la acción de hábeas corpus. No 
basta, para ello, con la convocatoria a una audiencia.  
 
101. En casos como este, que involucran a personas protegidas por el principio y 
derecho de no devolución, las y los administradores de justicia deben adoptar 
todas las medidas necesarias para escuchar a las y los solicitantes de refugio.  
 
102. Según lo alegado por el juez de la Unidad Judicial que ordenó la repatriación 
en la audiencia de hábeas corpus y ante este Organismo, así como de los informes 
remitidos por la Casa Hogar, desde el momento en que se presentó el hábeas 
corpus hasta que JASR fue devuelto a Venezuela, este se encontraba en una 
habitación con rejas y seguridad policial en la Casa Hogar. Ante situaciones como 
esta, la Corte estima necesario recordar que conforme el artículo 44 numeral 2 de 
la LOGJCC, los jueces que conocen un hábeas corpus pueden realizar la audiencia 
de hábeas corpus en el lugar en el que se encuentre la persona respecto de quien 
se presenta esta acción.  
 
103. Si bien esta Corte reconoce que JASR ya no se encontraba en el país cuando 
se resolvió el recurso de apelación, lo que dificultaba que el adolescente sea 
escuchado, de la revisión del proceso no se desprende que los jueces accionados 
hayan al menos realizado un esfuerzo por escucharle, a pesar de que no conocían 



 

 

que ya no se encontraba en Ecuador. En consecuencia, esta Corte verifica que la 
sentencia de 13 de julio de 2021 vulneró el derecho de JASR a ser escuchado, 
reconocido en el artículo 45 de la Constitución, en relación con el artículo 12 de 
la Convención sobre los Derechos del Niño.  
 
112. Esta Corte ha determinado que, en procesos de garantías jurisdiccionales, la 
valoración de la prueba deberá realizarse considerando, entre otros elementos, 
los siguientes:  
(i) deben probarse los hechos afirmados por las partes, excepto aquellos que no 
lo requieran. No requieren probarse los hechos afirmados por una de las partes y 
admitidos por la parte contraria, así como los demás hechos señalados en el 
artículo 163 del COGEP; (ii) se deben valorar las pruebas admitidas al proceso de 
forma conjunta y bajo las reglas de la sana crítica; (iii) el estándar de prueba 
requerido para considerar probado un hecho es menos riguroso que en otras 
materias del derecho. Si a partir del acervo probatorio se puede concluir que es 
razonablemente probable que un hecho haya ocurrido, el estándar se encuentra 
satisfecho; (iv) los juzgadores deben siempre valorar la declaración de la presunta 
víctima, pero dicha declaración no puede tomarse de forma aislada, sino dentro 
del conjunto de las pruebas del proceso, tomando en cuenta su contexto y 
relación con las demás pruebas. 
 
114. Además, como ha señalado esta Corte, la prueba en las garantías 
jurisdiccionales se rige por los principios y reglas que caracterizan a estos 
procesos. Por ello, se acepta una mayor flexibilidad en la forma de actuar los 
medios probatorios y se aceptan categorías e instituciones probatorias más 
amplias que en los procesos ordinarios. Esto debido a que el procedimiento en el 
que se conocen vulneraciones de derechos debe ser “sencillo, rápido y eficaz” por 
lo que para su verificación debe bastar con una actividad probatoria 
razonablemente flexible. 
 
¿El juez de la Unidad Judicial de la Familia, Niñez y Adolescencia de Lago Agrio 
vulneró el principio y derecho de no devolución, por haber ordenado la repatriación 
de JASR a pesar de ser solicitante de refugio? 
 
167. Sobre la base de las consideraciones expuestas, toda vez que JASR era 
solicitante de refugio, no podía ser devuelto, por lo que la Corte Constitucional 
concluye que la orden de repatriación de JASR vulneró el principio y derecho de 
no devolución, y ante el riesgo de devolución procedía aceptar la garantía de 
hábeas corpus. 
 
170. No es compatible con el derecho a la integridad personal que, ante una 
situación de incertidumbre respecto a una persona con problemas de salud 
mental y de aparente falta de respuesta de las entidades estatales competentes 
para atender su situación, la regla general sea internarla. El internamiento de 
estas personas debe ser realizado solo cuando el mismo busque precautelar el 
bienestar del paciente, en respeto a su personalidad jurídica, a su autonomía, y 
del consentimiento informado, y no ante la inexistencia de instituciones estatales 
capaces de dar respuesta a las necesidades del paciente -como sucedió en el 
presente caso.  

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

i. Que, en caso de JASR decida regresar a Ecuador, el MREMH, lo considere como 
solicitante de refugio, y que, en respeto de la voluntad del adolescente, y si 



 

 

subsisten los motivos por los cuales solicitó refugio, resuelva su solicitud de 
refugio, de conformidad al trámite pertinente.  
 
ii. Que el Consejo de la Judicatura en el plazo de tres meses contados desde la 
notificación de la presente sentencia, incluya en el “Curso de Formación Continua 
en Movilidad Humana”, que es parte de la oferta académica virtual permanente 
ofrecida por la Escuela de la Función Judicial, un módulo de capacitaciones sobre 
el derecho al refugio y el principio y derecho de no devolución a juezas y jueces 
con competencia en garantías jurisdiccionales. El Consejo de la Judicatura deberá 
informar, a este Organismo, de forma trimestral sobre el cumplimiento de esta 
medida.  
 
iii. Que la Defensoría Pública, en el plazo de tres meses contados desde la 
notificación de la presente sentencia, elabore un plan de capacitaciones sobre la 
acción de hábeas corpus como garantía para tutelar el derecho al refugio y la 
protección del principio de no devolución, con especial énfasis en el 
procedimiento de presentación de esta acción. La Defensoría Pública deberá 
informar, a este Organismo, de forma trimestral sobre el cumplimiento de esta 
medida.  
 
iv. Que, en el plazo de tres meses contados desde la notificación de la presente 
sentencia, el MREMH elabore un protocolo interno que garantice la coordinación 
entre las direcciones que componen dicho Ministerio, para que cuando actúe en 
casos que involucren a personas en necesidad de protección internacional, pueda 
proveer a las autoridades judiciales información precisa sobre de la situación de 
estas personas.  
 
v. Que, en el plazo de seis meses contados desde la notificación de la presente 
sentencia, el MIES coordine junto con el Ministerio de Salud Pública y la 
Defensoría del Pueblo el establecimiento de centros de acogida para adolescentes 
con problemas de salud mental y con problemas de consumo drogas en las 
ciudades de frontera, donde existan flujos migratorios de niñas, niños y 
adolescentes no acompañados. La cantidad de centros de acogida, debe ser 
establecida con base en los datos sobre los lugares en los que existan mayores 
flujos de niñas, niños y adolescentes no acompañados; información que deberá 
ser proporcionada por el MREMH junto con el Ministerio del Interior.  
 
vi. Que el Consejo de la Judicatura, en el plazo de un mes contado desde la 
notificación de la presente sentencia, publique el contenido de la presente 
decisión en su sitio web institucional durante tres meses consecutivos contados 
desde su notificación. El Consejo de la Judicatura deberá informar a esta Corte de 
forma documentada el cumplimiento de esta medida dentro del plazo señalado.  
 
vii. La presente sentencia constituye por sí sola una forma de reparación.  
 
5. Llamar fuertemente la atención del Ministerio de Relaciones Exteriores y 
Movilidad Humana por la falta de coordinación interna, que derivó en un pedido 
del Ministerio al juez de la Unidad Judicial de repatriar a JASR, pese a que el propio 
Ministerio tenía pendiente el procedimiento para determinar la condición de 
refugiado de JASR, quien había presentado una solicitud de refugio.  
 



 

 

6. Ordenar que el MREMH realice una investigación interna a través del área 
competente para determinar la responsabilidad de la actuación de las y los 
funcionarios, que derivó en que el MREMH haya solicitado al juez de la Unidad 
Judicial la repatriación de JASR.  

FALLO 1. Aceptar la acción extraordinaria de protección 2496-21-EP y declarar la 
vulneración de los derechos al refugio, a la tutela judicial efectiva, al principio y 
derecho de no devolución, al derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser 
escuchados en la sentencia de 13 de julio de 2021, dictada por los jueces de la 
Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos.  
 
2. Dejar sin efecto la sentencia de 13 de julio de 2021, dictada por los jueces de la 
Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia de Sucumbíos.  
 
3. Aceptar la acción de hábeas corpus presentada por el accionante, en 
representación de JASR, y declarar la vulneración al principio y derecho no 
devolución por parte del juez de la Unidad Judicial de la Familia, Niñez y 
Adolescencia de Lago Agrio, que ordenó la repatriación de JASR.  
 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

Aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con nueve votos a favor de los 
Jueces Constitucionales: Karla Andrade Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, 
Carmen Corral Ponce, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez y Daniela Salazar 
Marín 

VOTOS CONCURRENTES O 
DISIDENTES: 

Un voto salvado del Juez Constitucional Enrique Herrería Bonnet. 

AMICUS CURIAE:  PRESENTADO POR LA DEFENSORÍA PÚBLICA 
 
33. El Defensor Público General manifiesta que, en este caso, el MREMH inobservó 
estándares de protección de la niñez migrante, por “no haber atendido 
oportunamente la solicitud de refugio presentada desde el 1 de marzo de 2021”. 
Añade que la Junta no veló por el debido proceso al no haber garantizado el 
derecho de JASR a ser escuchado.  
 
34. Además, según el Defensor Público General, el MIES no garantizó un espacio 
adecuado y seguro para que JASR pueda acceder a una permanencia digna 
mientras se tramitaba su solicitud de refugio. Indica que el juez de la Unidad 
Judicial vulneró los derechos al debido proceso, a ser escuchado en el momento 
oportuno, en las garantías de presentar y contradecir las pruebas, de contar con 
una defensa legal, y a los principios de no devolución y de interés superior del niño 
al haber ordenado la repatriación urgente. Agrega que el Tribunal de Garantías 
Penales inobservó el principio de no devolución, por no haber impedido la 
repatriación.  
 
35. En opinión del Defensor Público General, en Ecuador no existe un 
“procedimiento especializado, eficiente y ágil en el reconocimiento de protección 
internacional de los niños, niñas y adolescentes no acompañados o separados”. 
En consecuencia, considera que los menores de edad no acompañados luego de 
un procedimiento engorrosos (sic), terminan siendo rechazados de la protección 
internacional bajo el estatuto de refugiado/a, dejándoles en completo desamparo 
y empujándoles a situaciones de crisis muy complejas como la mendicidad, la 
explotación o la trata etc. por su falta de documentación y vías accesibles de 
protección complementaria.  
 



 

 

36. El defensor público general sostiene que en este caso es clara la violación al 
principio de no devolución, que “tiene el alcance de ius cogens”.  
 

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK DE 
LA CORTE CONSITUTIONAL 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBld
GE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOic2ZmNiNGFhMi00MDNjLTRjN2ItODllNy0wMjIyN
DQ0Nzc1YjkucGRmJ30= 
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